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2) ¿Debe interpretarse el Derecho de la Unión, y en particular los artículos 20 y 21 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea y la Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, «relativa al derecho de los 
ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros 
por la que se modifica el Reglamento (CEE) n.o 1612/68 y se derogan las Directivas 64/221/CEE, 68/360/CEE, 72/194/CEE, 
73/148/CEE, 75/34/CEE, 75/35/CEE, 90/364/CEE, 90/365/CEE y 93/96/CEE», en el sentido de que se opone a una legislación 
nacional que aplica a los ciudadanos de la Unión Europea y a los miembros de sus familias que no han dado cumplimiento a 
una resolución que pone fin a su derecho de residencia por razones de orden público o de seguridad pública una disposición 
idéntica a la que se aplica a los nacionales de terceros países en la misma situación en lo respecta al período máximo de reten-
ción a efectos de la expulsión, a saber, ocho meses?

(1) DO 2004, L 158, p. 77.
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Lengua de procedimiento: búlgaro

Órgano jurisdiccional remitente

Spetsializiran nakazatelen sad

Parte en el proceso principal

HP

Cuestiones prejudiciales

¿Es compatible con el artículo 2, letra c), inciso i), de la Directiva 2014/41, (1) así como con el principio de equivalencia, una disposi-
ción de Derecho nacional (el artículo 5, apartado 1, punto 1, de la Zakon za Evropeyskata zapoved za razsledvane [Ley sobre la orden 
europea de investigación]), conforme a la cual en la fase preliminar del procedimiento penal el fiscal es la autoridad competente para 
adoptar una orden europea de investigación relativa a la transmisión de datos de tráfico y localización en relación con las telecomuni-
caciones, mientras que, en supuestos nacionales de carácter similar, la autoridad competente para ello es el juez?

¿Sustituye la orden judicial, que es necesaria conforme al Derecho nacional del Estado de emisión, el reconocimiento de tal orden euro-
pea de investigación por la autoridad competente del Estado de ejecución (fiscal o juez instructor)?

(1) Directiva 2014/41/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de abril de 2014, relativa a la orden europea de investigación en materia penal 
(DO 2014, L 130, p. 1).
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